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Recurso de apelación SALA TSJ 888/2023 - Recurso de apelación contra sentencias nº
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Partes:  
C/ ANTIGUA CASA MANUEL ESTALELLA, S.L.

S E N T E N C I A  Nº   195/2024 (Sección: 26/2024)

Ilmos. Sres. Magistrados:

Don Jordi Palomer Bou
Don Javier Bonet Frigola
Don Néstor Porto Rodríguez

En la ciudad de Barcelona, a  26/01/2024

VISTOS POR LA SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DEL
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CATALUNYA (SECCIÓN SEGUNDA),
constituída para la resolución de este recurso, ha pronunciado en el nombre del Rey, la
siguiente sentencia en el rollo de apelación nº 326/2023, interpuesto por 

, representado por el Procurador de los Tribunales 
y asistido de Letrado, contra ANTIGUA CASA MANUEL ESTALELLA, S.L., representada
por la Procuradora  y defendida por Letrado..
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Ha sido Ponente el Ilmo. Sr. Magistrado Don Jordi Palomer Bou , quien expresa el
parecer de la Sala.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- El Juzgado Contencioso Administrativo 12 Barcelona dictó en el Recurso
ordinario nº 418/2019, la Sentencia nº 15/2023, de fecha 23 de enero de 2023, cuyo fallo es
del tenor literal siguiente: "ESTIMAR el recurso contencioso-administrativo interpuesto por
la representación procesal de ANTIGUA CASA MANUEL ESTALELLA, S.L. anulando la
resolución citada en el encabezamiento de la presente sentencia, y reconociendo el derecho de
la actora a realizar las obras objeto de la comunicación, por resultar el uso de
comercialización de productos pirotécnicos conforme con el planeamiento urbanístico de
aplicación. Sin expresa condena en costas. ".

SEGUNDO.- Contra dicha resolución, se interpuso recurso de apelación, siendo
admitido por el Juzgado de Instancia, con remisión de las actuaciones a este Tribunal previo
emplazamiento de las partes, siendo parte apelante y
apelada ANTIGUA CASA MANUEL ESTALELLA, S.L..

TERCERO.- Desarrollada la apelación se señaló día y hora para votación y fallo, que ha
tenido lugar el día 17  de enero de 2024.

CUARTO.- En la sustanciación del presente procedimiento se han observado y cumplido
las prescripciones legales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Por Dª.  Procuradora de los Tribunales, en nombre
y representación del , se ha interpuesto recurso de
apelación contra la sentencia de fecha 23 de enero de 2023, del Juzgado Contencioso
Administrativo num. 12 de Barcelona, que acordó estimar el recurso contencioso
administrativo interpuesto y reconociendo el derecho de la actora a realizar las obras objeto
de la comunicación, por resultar el uso de comercialización de productos pirotécnicos
conforme con el planeamiento urbanístico de aplicación.
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Dicho procedimiento tenía por objeto el decreto de Alcaldía de 23 de septiembre de
2019, por el que se desestima el recurso de reposición interpuesto contra la resolución de 5 de
julio de 2019, por la que se acuerda dejar sin efecto la comunicación previa de obras y
suspensión de las mismas si se encontraren en ejecución respecto de la actividad de “venta al
detalle de fuegos artificiales y pirotecnia en general”, desarrollada en la calle Doctor
Barraquer 22, bajos 1 de Molins de Rei.

En el recurso de apelación interpuesto por el ,
considera que la sentencia incurre en una errónea valoración de la prueba pericial practicada y
que la actividad a realizar no esté permitida por el planeamiento municipal por lo que solicita
la estimación del recurso y la revocación de la sentencia apelada.

La representación de ANTIGUA CASA MANUEL ESTALELLA SL, se opone al
recurso interpuesto por lo que solicita la desestimación del recurso de apelación interpuesto.

SEGUNDO.- Con carácter previo al estudio de la cuestión de fondo, conviene recordar,
con cita de la jurisprudencia establecida, entre otras, en las sentencias de la Sala Tercera del
Tribunal Supremo de 24 de noviembre 1987, 05 de diciembre 1988, 20 de diciembre 1989, 5
07 1991, 14 de abril 1993, 26 de octubre 1998 y 15 de diciembre 1998, que:

a) La finalidad del recurso de apelación es la depuración de un resultado procesal obtenido en
la instancia, por lo que el escrito de alegaciones del apelante debe contener una crítica
razonada y articulada de la sentencia o auto apelada, que es lo que debe servir de base a la
pretensión de sustitución del pronunciamiento recaído en primera instancia. Es decir, no es
posible la reiteración simple y llana de los argumentos la utilizados en la instancia con el fin
de convertir la revisión en una nueva instancia para conseguir una Sentencia o acto a favor.

b) En el recurso de apelación el Tribunal "ad quem" goza de competencia para revisar y
decidir todas las cuestiones planteadas, pero no puede revisar de oficio los razonamientos de
la sentencia o auto apelados al margen de los motivos esgrimidos por la parte apelante, como
fundamento de su pretensión revocatoria; de manera que la parte apelante debe individualizar
los motivos opuestos, para que puedan examinar dentro de los límites y en congruencia con
los términos en que vengan ejercitados sin que baste con que se reproduzcan los fundamentos
utilizados en la primera instancia, al no estar concebida la apelación como una repetición del
proceso de instancia, sino como una revisión de la sentencia impugnada. La falta de
motivación o razonamiento específico dirigido a combatir la sentencia apelada, equivale a
omitir las alegaciones correspondientes a las pretensiones en la segunda instancia.
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c) El recurso de apelación autoriza al Tribunal "ad quem" a revisar la valoración probatoria
del juez "a quo", pero el hecho de que la apreciación por este lo sea de pruebas practicadas a
su presencia y con respecto a los principios de inmediatez, oralidad y contradicción,
determina por regla general, que la valoración probatoria realizada por el juez de instancia, a
quien legalmente le corresponde la apreciación de las pruebas practicadas, se debe respetar a
la altura, con el única excepción que la conclusión probatoria que se trate tenga apoyo en el
conjunto probatorio practicado, o bien que las diligencias de prueba hayan sido practicadas
defectuosamente, entendiendo por infracción la que afecta a la regulación específica de las
mismas, fácilmente apreciable, así como de aquellas diligencias de prueba la valoración sea
notoriamente errónea.

En lo solo debería bastar para desestimar el recurso interpuesto, por cuanto se reiteran las
alegaciones ya efectuadas en la instancia y que se han resuelto en la sentencia dictada.

Así las cosas, la cuestión central a determinar es si la actividad a realizar es compatible
con el planeamiento municipal.

La sentencia apelada, tras valorar las pruebas practicadas y especialmente la pericial
practicada concluye que la actividad proyectada se ajusta a la normativa municipal.

En este sentido, la sentencia del Tribunal Supremo de fecha 17 de febrero de 2022 (
recurso 5631/2019, FJ Séptimo ) señala:

Más compleja es la otra cuestión de interés casacional objetivo, relativa a la "naturaleza
y valor probatorio de los informes de la Administración obrantes en el expediente
administrativo más los aportados en sede judicial como pericial, todos elaborados por
funcionarios o técnicos de la Administración".

A este respecto hay que comenzar recordando que en el Derecho Administrativo no hay
normas específicas sobre los medios de prueba, ni sobre su valoración. Así, en elart. 77 de la
Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicasse dice que
"los hechos relevantes para la decisión de un procedimiento podrán acreditarse por
cualquier medio de prueba admisible en Derecho, cuya valoración se realizará de acuerdo
con los criterios establecidos en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil". Y
con respecto a la prueba en el proceso, elart. 60 de la Ley de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativacontiene reglas sobre el momento y el modo de pedir el
recibimiento a prueba, e incluso sobre algunos aspectos de su práctica; pero sobre los
medios de prueba y su valoración se limita a remitirse a laLey de Enjuiciamiento Civil. El
apartado cuarto del citado art. 60 , en efecto, dispone que "la prueba se desarrollará con
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arreglo a las normas generales establecidas para el proceso civil". Más adelante, por lo que
específicamente hace a la prueba pericial, el apartado sexto añade que las partes pueden
"solicitar aclaraciones al dictamen emitido".

Todo ello significa que, para determinar la naturaleza y la fuerza probatoria de
los informes y dictámenes elaborados por expertos de la Administración, hay que estar a la
legislación procesal civil. Pues bien, tales informes y dictámenes serán subsumibles dentro
del medio de prueba oficialmente denominado "dictamen de peritos" en tanto en cuanto
reúnan las características que al mismo atribuye elart. 335 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil: que "sean necesarios conocimientos científicos, artísticos, técnicos o prácticos para
valorar hechos o circunstancias relevantes en el asunto o adquirir certeza sobre ellos" y que
las personas llamadas como peritos "posean los conocimientos correspondientes". En pocas
palabras, se trata de que la acreditación de un hecho requiera de conocimientos
especializados.

Ninguna duda cabe de que ciertos funcionarios y técnicos al servicio de la
Administración, por su formación y selección, pueden tener conocimientos especializados
relevantes para probar hechos que sólo por medio de una pericia pueden ser acreditados.
Más aún, una parte relevante de los empleados públicos desempeñan precisamente funciones
de naturaleza técnica o científica. Ello es, por supuesto, predicable de quienes están al
servicio de la Administración como expertos en materias artísticas; expertos que pueden, en
principio, actuar como peritos cuando se trate de determinar la mayor o menor calidad de
una obra de arte.

Tampoco es dudoso que, en el ámbito del Derecho Administrativo, tanto en vía
administrativa como en vía jurisdiccional, los dictámenes periciales deben valorarse tal
como ordena elart. 348 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, es decir, "según las reglas de la
sana crítica". Ello no implica que el dictamen pericial sea una prueba tasada o legal, cuya
fuerza está predeterminada por la ley y no puede ser destruida por otros medios. En la
tradición jurídica española, es generalmente admitido que esa idea de reglas de la sana
crítica -ya presente en elart. 632 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881, e incluso en el
hoy derogadoart. 1243 del Código Civil- no trae consigo un sistema de valoración de la
prueba diferenciado. Antes, al contrario, la valoración según las reglas de la sana crítica no
deja de ser una manifestación de libre valoración de la prueba o valoración en conciencia.
Ante una prueba pericial puede el juzgador formar su convicción sobre los hechos con
libertad, dando a aquélla el peso que -habida cuenta de las circunstancias y del resto del
material probatorio- considere adecuado. Pero debe hacerlo exponiendo las razones que le
conducen, siguiendo el modo de razonar de una persona sensata, a aceptar o rechazar lo
afirmado por el perito. La valoración de la prueba pericial según las reglas de la sana
crítica es, así, una valoración libre debidamente motivada; algo que, como es obvio, exige
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realizar un análisis racional de todos los elementos del dictamen pericial, sopesando sus
pros y sus contras. Seguramente, más allá del respeto a la tradición, no era imprescindible
que el legislador hiciera esa mención a las reglas de la sana crítica, ya que la exigencia de
motivación de las sentencias, impuesta con alcance general por elart. 120.3 de la
Constitución, alcanza al establecimiento de los hechos por el juzgador.

Una vez sentado que los expertos al servicio de la Administración pueden actuar como
peritos y que sus dictámenes -al igual que cualquier otro dictamen pericial- han de ser
valorados de manera libre y motivada, es preciso hacer tres consideraciones adicionales a
fin de dar cumplida respuesta a la cuestión de interés casacional objetivo. En primer lugar,
tal como señala el recurrente, no es lo mismo que un informe o dictamen emanado de la
Administración se haga valer como medio de prueba en un litigio entre terceros o en un
litigio en que esa misma Administración es parte. En este último supuesto, no tiene sentido
decir que el informe o dictamen goza de imparcialidad y, por ello, merece un plus de
credibilidad: quien es parte no es imparcial. Además, cuando esto ocurre, el dato es
relevante, pues exige no eludir la proveniencia puramente administrativa del informe o
dictamen, examinando hasta qué punto ello ha podido influir en las conclusiones periciales.

En segundo lugar, en conexión con lo que se acaba de decir, no todos los expertos al
servicio de la Administración se encuentran en una misma situación de dependencia con
respecto al órgano administrativo llamado a decidir. Por mucha que sea la capacitación
técnica o científica de la concreta persona, no es lo mismo un funcionario inserto en la
estructura jerárquica de la Administración activa que alguien que -aun habiendo sido
designado para el cargo por una autoridad administrativa- trabaja en entidades u
organismos dotados de cierta autonomía con respecto a la Administración activa. A este
respecto hay que recordar que, entre las causas de tacha de peritos no designados
judicialmente, elart. 343 de la Ley de Enjuiciamiento Civilincluye "estar o haber estado en
situación de dependencia o de comunidad o contraposición de intereses con alguna de las
partes o con sus abogados o procuradores". Y el art. 344 del propio cuerpo legal dispone
que la tacha debe ser tenida en cuenta al valorar la prueba pericial. Pues bien, mientras que
el funcionario inserto en la estructura jerárquica de la Administración activa está
manifiestamente en situación de dependencia, el lazo es menos acusado en el otro supuesto.
Precisar y ponderar, en cada caso concreto, el mayor o menor grado de dependencia del
experto con respecto al órgano administrativo llamado a decidir es algo que, sin duda, debe
hacer el juzgador.

C
od

i S
eg

ur
 d

e 
V

er
ifi

ca
ci

ó 
(C

S
V

):
 

  A
dr

eç
a 

de
 v

al
id

ac
ió

: h
ttp

s:
//s

eu
el

ec
tr

on
ic

a.
di

ba
.c

at

D
oc

um
en

t s
ig

na
t e

le
ct

rò
ni

ca
m

en
t. 

S
ig

na
tu

re
s 

và
lid

es
.

R
eg

is
tr

e 
en

tr
ad

a 
N

úm
: 2

02
41

00
13

81
5

D
at

a:
 3

0/
01

/2
02

4 
16

:2
5:

00



En tercer y último lugar, seguramente hay supuestos en que los informes de origen
funcionarial, aun habiendo sido elaborados por auténticos técnicos, no pueden ser
considerados como prueba pericial. Ello ocurre destacadamente cuando las partes no tienen
ocasión de pedir explicaciones o aclaraciones ( arts. 346 y 347 de la Ley de Enjuiciamiento
Civilyart . 60 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa ). Dichos informes no
tendrán más valor que el que tengan como documentos administrativos, y como tales habrán
de ser valorados.

Queda así respondida la cuestión de interés casacional objetivo relativa a la naturaleza
y el valor de los informes y dictámenes provenientes del interior de la Administración.

Y es por ello que la sentencia dictada ha examinado de forma minuciosa, detallada y
completa, la mayor o menor solidez de cada uno de los dictámenes periciales,
e informes incorporados al expediente y de los mismos no puede extraerse otra conclusión
distinta a la que hace la sentencia.

Por ello, cabe desestimar íntegramente el recurso interpuesto.

TERCERO.- En cuanto a las costas, el artículo 139 LJCA establece que en primera o
única instancia el órgano jurisdiccional al dictar sentencia o al resolver por auto los recursos o
incidentes que ante el mismo se promovieren, impondrá las costas a la parte que haya visto
rechazadas todas sus pretensiones, salvo que aprecie y así lo razone, que el caso presentaba
serias dudas de hecho o de derecho, lo que no sucede en el caso que nos ocupa, si bien
haciendo uso de la facultad que otorga el artículo 139.4 LJCA y teniendo en cuenta las
características y el contenido del presente pleito, se limitan las mismas a la cantidad de 3.000
€ por todos los conceptos. 

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación,
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F A L L A M O S

1º.- DESESTIMAR el recurso contencioso administrativo interpuesto por el
, contra la sentencia de fecha 23 de enero de 2023, del

Juzgado Contencioso Administrativo num. 12 de Barcelona.

2º.- IMPONER a la parte actora las costas causadas en el presente procedimiento, que se
limitan a la cantidad total de 3.000 € por todos los conceptos.

Notifíquese a las partes la presente Sentencia, que no es firme. Contra la misma cabe
deducir, en su caso, recurso de casación ante esta Sala, de conformidad con lo dispuesto en la
Sección 3ª, Capítulo III, Título IV de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la
jurisdicción contencioso-administrativa (LJCA). El recurso deberá prepararse en el plazo
previsto en el art. 89.1 LJCA.

Y adviértase que en el BOE nº 162, de 6 de julio de 2016, aparece publicado el
Acuerdo de 20 de abril de 2016,  de la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, sobre la
extensión máxima y otras condiciones extrínsecas de los escritos procesales referidos al
recurso de casación.

        Conforme a lo dispuesto en el Reglamento (EU) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016 relativo a la
protección de las persones físicas en lo que respecta al tramitamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos, en la Ley
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, a la que remite el art. 236 bis de la ley Orgánica
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y en el real Decreto 1720/2007 por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la LOPD,
hago saber a las partes que sus datos personales han sido incorporados al fichero de asuntos de esta Oficina judicial, donde se conservarán
con carácter confidencial y únicamente para el cumplimiento de la labor que tiene encomendada y bajo la salvaguarda y la responsabilidad

de la misma y en donde serán tratados con la máxima diligencia.

Así por esta nuestra Sentencia, de la que se unirá certificación al presente procedimiento,
lo pronunciamos, mandamos y firmamos.
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PUBLICACIÓN.- Leída y publicada ha sido la anterior Sentencia por el Ponente, el
Ilmo. Sr. Magistrado Don Jordi Palomer Bou , estando la Sala celebrando audiencia pública,
de lo que, como Letrado de la Administración de Justicia, certifico. 
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Calàbria 267, 3ª planta 
08029 Barcelona
Tel. 932 176 004  Fax. 934 154 202
procurador@ruizcastel.com
www.ruizcastel.com

Abogado
LONDRES,55  2
08036-BARCELONA
BARCELONA

BARCELONA, a 26 de enero de 2024 

Mi Rfa..... : R56050-1-1
Su Rfa..... :

Cliente........ :
Letrado....... :  
Contrario..... : S.L. ANTIGUA CASA MANUEL ESTALELLA 
Tribunal....... : Sección 2ª Contencioso Administrativo T.S.J.C.
Autos.......... : Recurso de Apelación - 326/23 
Cuantía....... :

Distinguido/a compañero/a:

En relación con el asunto referenciado, adjunto le remito copia de la resolución dictada
en el asunto de referencia.

Sentencia desfavorable condena en costas 
Fecha de notificación: 29/01/2024 Resolución de fecha: 26/01/2024

11/03/2024  FINE PREPARAR RECURSO DE CASACION . Plazo 30 días 

Un cordial saludo.
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